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Exp. 621/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 621/2018/2

	SENTENCIA DEFINITIVA



	ACTOR: ****** ****** ******* *********

	DEMANDADA: DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	


San Luis Potosí, S.L.P., a veintinueve de enero de dos mil diecinueve. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 621/2018/2, promovido por el C. ****** ****** ******* *********, quien señaló como autoridad demandada a la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, a cargo del C. ****** ****** ******* *********. 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el doce de julio de dos mil dieciocho, el C. ****** ****** ******* *********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, en contra de la  Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí por el acto consistente en:

“La resolución del 23 de mayo de 2018, expedida por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, de la cual se tuvo conocimiento el día 15 de junio de 2018, en el cual se confirma en todos sus términos los actos, así como, el Crédito Fiscal número ******.”

II.- Mediante proveído de dieciséis de julio de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda, ordenándose correr traslado con copia simple de la misma y de sus anexos a la autoridad demandada, emplazándola, para que dentro del término legal al efecto establecido contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes. 
III.- Por proveído de veinticuatro de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo por contestada la demanda por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada, por lo que, con copia simple de la citada contestación y de sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para que en el término de diez días hábiles ampliara su demanda.
Por otra parte, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por la parte actora y por la autoridad demandada en el capítulo correspondiente del escrito de demanda y oficio de contestación respectivo.

IV.- A través del acuerdo de trece de septiembre de dos mil dieciocho, se dio cuenta con el escrito presentado en el buzón de promociones de término de éste Tribunal bajo el folio 72601,  teniéndose por ampliada la demanda, por lo que se ordenó correr traslado con copia de la misma a la autoridad demandada para que dentro del término de diez días hábiles contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que considerara convenientes. 
V.- Por auto de cuatro de octubre de dos mil dieciocho, se tuvo por contestada la ampliación a la demanda por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada, y se ordenó correr traslado a la parte actora por el término de cinco días para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo. 
Asimismo se fijaron las diez horas del veintidós de octubre de dos mil dieciocho, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda y de contestación respectiva, además de los de ampliación y contestación a ésta. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia y especial naturaleza. En período de alegatos, se hizo constar que ninguna de las partes formuló alegatos; y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º fracciones III y XII, 9º fracción III, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho controvirtiendo el acto dirigido a su persona y que obra de la foja 10 a la 14 del expediente en que se actúa. 

Por su parte, el C. ****** ****** ******* *********, Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 53 del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución recaída al recurso de revocación interpuesto en contra de la resolución determinante del crédito fiscal número *******, contenida en el oficio número *******************************, emitida por el Titular de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el veintitrés de mayo de dos mil dieciocho, en la que resolvió confirmar en todos sus términos la resolución determinante del crédito fiscal ***** y el requerimiento de obligaciones número *******************************, de veintinueve de abril de dos mil dieciséis; así como la de la determinante del crédito aludido, en caso de actualizarse el supuesto previsto en el penúltimo párrafo del artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda y de su ampliación, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación planteados por la parte actora en su escrito de demanda y de ampliación a la misma, se localizan de la foja 03 a la 08 y de la 81 a la 86, del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- En primer término cabe precisar que el acto impugnado consiste en la resolución del recurso de revocación con número ***********************************************, emitida por el Titular de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el veintitrés de mayo de dos mil dieciocho.
Conforme a lo anterior, debe mencionarse que la parte actora en su escrito inicial de demanda, entre otras cosas, manifiesta que en su escrito del recurso de revocación señaló desconocer el requerimiento de obligaciones *******************************, y la determinante del crédito fiscal ***** derivada de aquel, argumento que fue resuelto por la autoridad demandada en la resolución combatida en el presente juicio, por lo que tomando en consideración el principio de Litis abierta, se procede al análisis de la legalidad de los actos anteriormente mencionados, ello de acuerdo a lo establecido en los siguientes criterios: 

Época: Décima Época 

Registro: 2007960 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 12, Noviembre de 2014, Tomo IV 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.8o.A.83 A (10a.) 

Página: 3000 

“LITIS ABIERTA. ESTE PRINCIPIO PERMITE AL ACTOR EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL FORMULAR CONCEPTOS DE NULIDAD SOBRE ASPECTOS QUE NO HIZO VALER EN EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVÓ LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA E, INCLUSO, PARA EVIDENCIAR LAS VIOLACIONES COMETIDAS EN SU PERJUICIO DURANTE LA TRAMITACIÓN DE ÉSTE, LOS CUALES DEBEN ESTUDIARSE POR EL TRIBUNAL DE LA MATERIA. El principio de litis abierta previsto en el artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no contiene limitante ni condición alguna para el actor en el juicio contencioso administrativo federal, razón por la cual, éste, al impugnar una resolución, está facultado para formular conceptos de nulidad sobre aspectos que no hizo valer en el procedimiento del que aquélla derivó e, incluso, externar argumentos para evidenciar las violaciones cometidas en su perjuicio durante la tramitación de éste, pues el principio mencionado permite al gobernado una defensa extendida, por lo cual, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiar dichos planteamientos.”

Época: Novena Época 

Registro: 184472 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVII, Abril de 2003 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 32/2003 

Página: 193 

“JUICIO DE NULIDAD. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 197, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, contenía el principio de "litis cerrada" que impedía que se examinaran los argumentos dirigidos a demostrar la ilegalidad del acto administrativo contra el cual se enderezó el recurso, es decir, no permitía que el demandante hiciera valer o reprodujera argumentos relativos a la resolución recurrida; y, por ende, el entonces Tribunal Fiscal de la Federación no estaba obligado a estudiar los conceptos de anulación que reiteraran argumentos ya expresados y analizados en el recurso ordinario; sin embargo, en el texto vigente del último párrafo del citado numeral se simplificó el procedimiento contencioso administrativo al cambiar el principio de "litis cerrada" por el de "litis abierta", el cual comprende no sólo la resolución impugnada sino también la recurrida; los nuevos argumentos que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiarlos.”

Bajo esa tesitura, se desprende que el actor señaló medularmente que en la interposición del recurso de revocación ante la autoridad demandada, negó el conocimiento del requerimiento de obligaciones omitidas – número de folio *******************************-.
Asimismo, de la resolución impugnada aportada por el demandante se desprende que la autoridad demandada al momento de su emisión resolvió el mencionado agravio como infundado e inoperante, en virtud de que del estudio de las copias certificadas del requerimiento de obligaciones omitidas ******************************* que obran en el expediente de dicho recurso, se demuestra que el mismo fue notificado el veintitrés de mayo de dos mil dieciséis, previo citatorio de veinte de mayo del mismo año, por tanto quedaba demostrado que el requerimiento se le dio a conocer al hoy actor conforme a los requisitos exigidos en los artículos 72 y 73 del Código Fiscal del Estado.
Por su parte la autoridad demandada, al momento de producir su contestación de demanda, con el fin de comprobar la legal notificación del Requerimiento de Obligaciones Omitidas, anteriormente mencionado, ofreció como prueba copia certificada de dicho requerimiento, y de sus actas de notificación, consistentes en el citatorio de fecha veinte de mayo y acta de notificación de fecha veintitrés de mayo, ambos documentos del año dos mil dieciséis, mismos que obran a fojas 59 y 60 del expediente en que se actúa.

En tal aspecto, esta Sala Unitaria, mediante acuerdo de veinticuatro de agosto de dos mil dieciocho, otorgó a la parte actora el término de diez días para que ampliara su demanda, respecto de los documentos aportados como prueba por la autoridad demandada y que el hoy actor manifestó desconocer -requerimiento de obligaciones, citatorio y acta de notificación anteriormente señalados, y determinante del crédito fiscal número ***** con sus constancias de notificación-.

En ese sentido, la parte actora, en el concepto de impugnación del escrito de ampliación a la demanda denominado “ad cautelam segundo”, plantea diversos señalamientos hechos valer en forma conjunta en contra de las constancias de notificación - citatorio de veinte de mayo y acta de notificación de veintitrés de mayo, ambos documentos del año dos mil dieciséis – el cual se analiza atendiendo a la causa de pedir, es decir, efectuándose un estudio integral de los planteamientos de la demanda y ampliación de la misma de manera conjunta, a efecto de que, el análisis que este Tribunal realice no se limite a atender el apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ellas donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda y de su ampliación, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.

Lo anterior, encuentra sustento en los criterios emitidos por el Tribunal Colegiado de Circuito, cuyos datos de localización rubro y contenido son los siguientes: 

Época: Séptima Época, Registro: 254643, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 78, Sexta Parte, Materia(s): Común, Tesis: Página: 155 

“CONCEPTOS DE VIOLACION, AUSENCIA DE FORMALIDADES EN LA EXPRESION DE LOS. La Ley de Amparo no exige, en sus artículos 116 y 166, que la expresión de los conceptos de violación se haga con determinadas formalidades solemnes e indispensables. Por otra parte, la demanda de amparo es un todo que debe considerarse en su conjunto, de lo que se sigue que, aun cuando la costumbre ha llevado a los litigantes a expresar los conceptos de violación en un capítulo destacado, en busca de claridad, deben tomarse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no esté en el capítulo relativo. Basta que en alguna parte de la demanda se exprese un argumentó que tienda a demostrar la ilegalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, para que deba ser estudiado en la sentencia como concepto de violación, ya que es evidente que la sentencia debe ocuparse de todos los que la parte quejosa exprese. Por lo demás, para que existan conceptos de violación en una demanda de amparo administrativo, que es de estricto derecho, es suficiente que se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa la resolución impugnada, y los motivos que originan tal agravio"

Época: Novena Época, Registro: 162385, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito,Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Abril de 2011, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.109 K, Página: 1299 

“DEMANDA. ESTUDIO INTEGRAL PARA DESENTRAÑAR LA CAUSA DE PEDIR. La demanda debe analizarse de manera íntegra, asumiendo como un todo los capítulos de prestaciones y de hechos, así como el estudio de los documentos exhibidos, a fin de advertir de manera plena lo realmente planteado, en relación a la causa de pedir. De esta manera, si la parte demandada opuso excepciones, e incluso reconvención, en función de esa causa de pedir, debe concluirse que no se le dejó en estado de indefensión y, por ende, el órgano jurisdiccional se encuentra constreñido a resolver la litis realmente planteada; por tanto, los errores de cita de las fechas del contrato base de la acción, no deben ser obstáculo para resolver el fondo del asunto.”

En ese contexto, atendiendo a la causa de pedir, del análisis integral de la demanda y de la ampliación de la misma, se desprende medularmente lo siguiente:

(i) Que el actor negó lisa y llanamente conocer el requerimiento de obligaciones fiscales y que éste le hubiere sido legalmente notificado, ya que del citatorio y acta de notificación de veinte y veintitrés de mayo de dos mil dieciséis, respectivamente, se desprende que no fueron recibidas por él, por no practicarse conforme al procedimiento señalado en los artículos 72 y 73 del Código Fiscal del Estado;

(ii)  Que respecto de la notificación del mencionado requerimiento el notificador no agotó debidamente la circunstanciación de modo tiempo y lugar, dado que el notificador en ningún momento circunstanció el hecho en que sostiene que dejaba “el escrito” a persona supuesta, con carácter de empleado.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, los argumentos de ilegalidad que se analizan, resultan fundados, en razón de las siguientes consideraciones:

Las reglas de notificación personal en materia fiscal se encuentran comprendidas en lo dispuesto por el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, el cual se transcribe a continuación: 

“ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 

I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; 

II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 

III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 

IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código; 

V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 

VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y 

VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.

Del artículo anteriormente mencionado se desprenden las reglas que deberá de seguir el notificador para realizar las notificaciones personales, siendo estas; (i) acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación levantando el acta correspondiente; (ii) para el caso de que no se encuentre el interesado o su representante legal, se dejara citatorio para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, se señalara el nombre, firma y cargo de la persona que lo recibió; (iii) el día y hora señalada en el citatorio, el notificador acudirá nuevamente y solicitara la presencia del contribuyente o de su representante legal, si no se encontrasen la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando el acta correspondiente circunstanciando los hechos; (iv) si la persona con la que se atiende la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentara dicho hecho en presencia de dos testigos, situación que no invalidara la notificación; (v) si la persona con la que se atiende la diligencia se niega a recibir la notificación, la misma se realizara por medio de instructivo; (vi) las notificaciones personales surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practique; y (vii) una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.

En ese sentido se debe de advertir que de las reglas de notificaciones personales antes descritas, se desprende la obligación del notificador que el día y hora señalada en el citatorio, acuda nuevamente al domicilio del contribuyente, y solicite la presencia del contribuyente o de su representante legal, y que en caso de no encontrarse, lo cual deberá de asentar en dicha acta de manera circunstanciada, la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio.

Por otro lado, del acta de notificación de veintitrés de mayo de dos mil dieciséis, mediante la cual se hace constar la notificación del requerimiento de obligaciones emisión *****, folio *******************************, que obra agregada en copia certificada a foja 60 del expediente en que se actúa, se desprende en su parte conducente lo siguiente:

“… y una vez requerida la presencia del contribuyente o de su representante legal soy atendiendo por quien dice llamarse C. ****** ****** ******* quien manifiesta tener la calidad de empleada acreditando su personalidad con su dicho manifestando bajo protesta de decir verdad que dichas facultades no le han sido modificadas, revocadas o  suspendidas a la fecha, por lo que entiende la presente diligencia con la misma, por ser el contribuyente, representante legal o persona a la que va(n) dirigidos(s) el(los) documento(s) que debe(n) notificarse, quien se identifica (…);  una vez que se tuvo a la vista se devuelve al portador, persona ésta, a quien le entrego el original con firma autógrafa del(los) documento(s) consistente(s) en: Requerimiento, número(s): **** de fecha 28 abril 2016, que consta(n) de 02 fojas, emitido(s) por LA DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ…”

Del acta de notificación anteriormente descrita se desprende que el notificador, en primer término requirió la presencia del contribuyente o su representante legal, siendo atendido por la C. ****** ****** ********* en su carácter de empleada, y por último asienta que lleva a cabo la diligencia de notificación con dicha persona; sin embargo en ningún momento circunstanció que la persona con la que se atendió la diligencia, le haya mencionado que el contribuyente no se encontraba en el domicilio, situación que debió haber verificado para encontrarse en posibilidad de llevar a cabo la diligencia con la persona que menciona le atendió, tal y como lo dispone el artículo 73 fracción III del Código Fiscal del Estado.


Motivo por el cual, esta Sala Unitaria considera fundado el concepto de impugnación hecho valer por la parte actora, en virtud de que como ha quedado demostrado en el acta de notificación celebrada el veintitrés de mayo de dos mil dieciséis, el notificador incumplió con la regla que debió seguir para realizar la correspondiente notificación que se encuentra prevista en el artículo 73 fracción III del Código Fiscal del Estado, ello es así, ya que si bien es cierto, requirió la presencia del contribuyente o de su representante legal con la persona que lo atendió, también es cierto, que nunca circunstanció que dicha persona le haya manifestado que no se encontraba el contribuyente o su representante legal en el domicilio, situación que debió de haber asentado en el acta de notificación, para que quedara constancia debidamente circunstanciada de la forma por la que se cercioró de la ausencia referida, y en dicho caso, estar en la posibilidad de atender la diligencia con la persona que se encontraba en el domicilio, no así que procediera a llevar a cabo la diligencia respectiva considerando que ésta última era el contribuyente o la persona a la que iba dirigido el documento a notificar, como lo señaló, pues en el caso concreto esa situación no aconteció, de ahí lo fundado del argumento del actor al negar que a él se le haya notificado el documento consistente en el requerimiento de obligaciones número ******************************* emisión ********, pues de las mismas constancias exhibidas por la demandada se desprende que no fueron recibidas por el ahora demandante como en el formato se asentó, resultando aplicables las siguientes jurisprudencias:

Época: Novena Época 

Registro: 166911 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXX, Julio de 2009 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 82/2009 

Página: 404 

“NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DATOS QUE EL NOTIFICADOR DEBE ASENTAR EN LAS ACTAS DE ENTREGA DEL CITATORIO Y DE LA POSTERIOR NOTIFICACIÓN PARA CUMPLIR CON EL REQUISITO DE CIRCUNSTANCIACIÓN, CUANDO LA DILIGENCIA RELATIVA SE ENTIENDE CON UN TERCERO. Para cumplir con el requisito de circunstanciación, es necesario que el notificador asiente en el acta relativa datos que objetivamente permitan concluir que practicó la diligencia en el domicilio señalado, que buscó al contribuyente o a su representante y que ante la ausencia de éstos entendió la diligencia con dicho tercero, entendido éste como la persona que, por su vínculo con el contribuyente, ofrezca cierta garantía de que informará sobre el documento a su destinatario, para lo cual el notificador debe asegurarse de que ese tercero no está en el domicilio por circunstancias accidentales, quedando incluidas en ese concepto desde las personas que habitan en el domicilio (familiares o empleados domésticos) hasta las que habitual, temporal o permanentemente están allí (trabajadores o arrendatarios, por ejemplo). Además, si el tercero no proporciona su nombre, no se identifica, ni señala la razón por la cual está en el lugar o su relación con el interesado, el diligenciario deberá precisar las características del inmueble u oficina, que el tercero se encontraba en el interior, que éste abrió la puerta o que atiende la oficina u otros datos diversos que indubitablemente conlleven a la certeza de que se actúa en el lugar correcto y con una persona que dará noticia al interesado tanto de la búsqueda como de la fecha y hora en que se practicará la diligencia de notificación respectiva.”
Época: Novena Época 

Registro: 172183 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXV, Junio de 2007 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 101/2007 

Página: 286 

“NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. EN EL ACTA RELATIVA EL NOTIFICADOR DEBE ASENTAR EN FORMA CIRCUNSTANCIADA, CÓMO SE CERCIORÓ DE LA AUSENCIA DEL INTERESADO O DE SU REPRESENTANTE, COMO PRESUPUESTO PARA QUE LA DILIGENCIA SE LLEVE A CABO POR CONDUCTO DE TERCERO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 15/2001, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, abril de 2001, página 494, sostuvo que el notificador debe levantar razón circunstanciada, no sólo cuando la persona que se encuentre en el lugar o un vecino se nieguen a recibir la notificación, tratándose de actos relativos al procedimiento administrativo de ejecución, sino al diligenciar cualquier notificación personal, en atención a sus características propias, su finalidad, su eficacia y los requisitos generales de fundamentación y motivación que todo acto de autoridad debe satisfacer. Ahora bien, conforme al criterio anterior y al texto del artículo 137 del Código Fiscal de la Federación, al constituirse en el domicilio del interesado, el notificador debe requerir su presencia o la de su representante y, en caso de no encontrarlo, dejarle citatorio para que lo espere a hora fija del día hábil siguiente, ocasión esta última en la cual debe requerir nuevamente la presencia del destinatario y notificarlo, pero si éste o su representante no aguarda a la cita, previo cercioramiento y razón pormenorizada de tal circunstancia, la diligencia debe practicarse con quien se encuentre en el domicilio o con un vecino, en su defecto. Lo anterior, porque el citatorio vincula al interesado o a quien legalmente lo represente a esperar al fedatario a la hora fijada con el apercibimiento de que, de no hacerlo, tendrá que soportar la consecuencia de su incuria, consistente en que la diligencia se entienda con quien se halle presente o con un vecino; por tanto, en aras de privilegiar la seguridad jurídica en beneficio de los particulares, debe constar en forma fehaciente que la persona citada incumplió el deber impuesto, porque de lo contrario no podría estimarse satisfecho el presupuesto indispensable para que el apercibimiento legal pueda hacerse efectivo. En ese tenor, si al requerir la presencia del destinatario o de su representante, la persona que atienda al llamado del notificador le informa que aquél no se encuentra en el domicilio, el fedatario debe asentarlo así en el acta relativa, a fin de que quede constancia circunstanciada de la forma por la que se cercioró de la ausencia referida.


En consecuencia, resulta procedente declarar la ilegalidad de la notificación del documento denominado requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión ******, folio *******************************, efectuada el veintitrés de mayo de dos mil dieciséis, y en consecuencia debe tenerse como sabedor al ahora demandante del mismo en el momento en que se notificó el acuerdo que tuvo por formulada la contestación a la demanda en el que se ordenó correr el traslado correspondiente de ésta y sus anexos en los que se contenía el citado requerimiento –cuatro de septiembre de dos mil dieciocho-.

Asimismo, en relación con lo anterior, se procede al estudio de la parte final del único concepto de impugnación identificado como “PRIMERO” en el escrito inicial de demanda, en el que el accionante medularmente arguye que las obligaciones deben ser consideradas cumplidas de manera espontánea, negando lisa y llanamente que las obligaciones por las que se determinó el crédito fiscal *****, se haya efectuado de manera extemporánea, pues al día de la presentación de la demanda desconocía el requerimiento respectivo, por tanto dio cumplimiento espontáneo a las obligaciones por las que se impusieron las multas controvertidas. 
La representación legal de la enjuiciada, al momento de formular su contestación de demanda, respecto del argumento en mención sostuvo la legalidad del acto consistente en la determinante de multas con número de crédito fiscal ******, manifestando que se notificó legalmente el requerimiento que dio origen a las multas controvertidas y que por lo tanto no se cumplió espontáneamente con las obligaciones de requeridas, pues de los recibos de pago exhibidos por el actor dichas obligaciones fueron cumplidas hasta el quince y veinte de junio de dos mil dieciséis, posterior al veintitrés de mayo de dos mil dieciséis, fecha de notificación del requerimiento de obligaciones, de ahí que sean legales dichas sanciones debatidas.

Una vez expuesto lo anterior, esta Sala Unitaria considera esencialmente fundado el argumento analizado, en razón de las consideraciones siguientes:

Resulta pertinente remitirnos a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, conforme al cual los particulares sólo podrán ser molestados en su familia, domicilio, papeles o posesiones, en virtud de un mandamiento escrito en el que se funde y motive la causa legal del procedimiento, esto es, contempla la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, misma que resulta fundamental para considerar que el actuar de la autoridad se encuentra ajustado a derecho.

Así las cosas, la garantía de la debida fundamentación y motivación de los actos de autoridad, consiste no sólo en que en el texto del mismo se establezcan los preceptos legales aplicables al caso concreto, así como las razones y circunstancias que se tomaron en consideración para emitirlo, sino también es necesario que exista una adecuación entre los motivos que se aducen y las normas aplicables, esto es, deben precisarse los razonamientos realizados por la autoridad para concluir que el acto o actuación que se está analizando se ajusta exactamente a lo previsto en determinados preceptos legales.

Sirve de apoyo en la especie la Jurisprudencia número 11, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el informe rendido al terminar el año de 1973, segunda parte, página 18, que establece:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.-  De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuado y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas”.
En efecto, los actos administrativos deben estar fundados y motivados, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso, y lo segundo, que también deben señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario además que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 

Ahora bien, en el expediente del presente juicio -a folios 61 a 63 del expediente en que se actúa-, obra la resolución confirmada en sede administrativa, determinante del crédito fiscal ***** de diecinueve de septiembre de dos mil dieciséis, en la cual se desprende que las veintiún multas impuestas derivan de “haber presentado EXTEMPORANEAMENTE la obligación de pago correspondiente al mes de…y por requerimiento de Autoridad número ******************************* notificado el día 23/05/2016”, siendo dichas obligaciones las correspondientes a las declaraciones de pago mensuales del Impuesto sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal (ISERTP) por los meses de mayo a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y febrero de dos mil dieciséis. 

Aquí cabe precisar, que si bien se sancionó al enjuiciante por haber presentado extemporáneamente las declaraciones de pago –y a requerimiento de autoridad-; esto también significa un reconocimiento por parte de la enjuiciada en que el hoy accionante sí dio cumplimiento a dichas declaraciones.

En ese orden de ideas, la enjuiciada determinó al hoy actor veintiún multas por presentar extemporáneamente la declaración de pago a que se encontraba obligado de conformidad con el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, la cual fue solicitada mediante requerimiento de autoridad con número de emisión *******************************, el cual obra a fojas 57 y 58 del expediente en que se actúa, resultando pertinente realizar la transcripción del artículo anteriormente citado –vigente al momento de la emisión del acto recurrido-:

“CAPITULO IV

DEL IMPUESTO SOBRE EROGACIONES POR REMUNERACIONES AL TRABAJO PERSONAL

…

ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal. 

Los contribuyentes pagarán mediante declaración mensual, a través del formato que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados de la jurisdicción a que pertenezcan el domicilio del contribuyente, o en las instituciones bancarias autorizadas para ello. 

El pago que realicen los contribuyentes de este impuesto se entenderá como definitivo. 

La obligación de presentar la declaración mensual subsistirá aun cuando no hubiese cantidad a cubrir. …”

Del artículo anteriormente transcrito se desprenden las siguientes consideraciones:

· El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal; y, 

· Que dicho impuesto deberá pagarse mediante declaración mensual a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto; subsistiendo la obligación de presentar dicha declaración aun cuando no hubiese cantidad a cubrir. 

De dichas consideraciones, se desprende claramente que es obligación del contribuyente presentar la declaración de pago del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, es decir, de cuando se efectúen las erogaciones al trabajo personal, la cual subsiste aun cuando no hubiese cantidad a cubrir.

Por lo que, resulta evidente que la autoridad demandada motiva las multas impuestas al actor por haber presentado las declaraciones de pago del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal –por los meses de mayo a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y febrero de dos mil dieciséis- después del día quince del mes siguiente de su causación, es decir, por haberla presentado extemporáneamente a requerimiento de autoridad.
La situación anteriormente señalada, pretende corroborarla la enjuiciada al manifestar que dichas obligaciones fueron solicitadas al demandante mediante requerimiento de autoridad número *******************************, notificado el veintitrés de mayo de dos mil dieciséis, constancia de notificación que ofreció a juicio y que obra a foja 60 del expediente en que se actúa, que ha sido motivo de estudio en el presente considerando, del cual resultó su declaratoria de ilegalidad.

En ese orden de ideas, la autoridad demandada invocó como precepto legal en que sustenta la infracción, el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, que a la letra –vigente al momento de la emisión de la resolución recurrida- disponía lo siguiente:

“ARTICULO 153.- Son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, las siguientes: 

I. No presentar las declaraciones, comprobantes fiscales digitales por internet o formularios de pago a que estén obligados conforme a las disposiciones fiscales, o presentarlos extemporáneamente, o incompletos o con errores;..."

Del precepto legal que establece las conductas sancionables, se desprende medularmente que son infracciones relacionadas con el pago de contribuciones, la de no presentar las declaraciones en el plazo previsto en la ley, situación que se configura cuando la declaración no es presentada o es presentada extemporáneamente, incompleta o con errores. 

En tales consideraciones, la autoridad demandada determinó imponer a la actora veintiún sanciones consistentes en multas, respecto de los períodos que se contienen en la resolución determinante del crédito fiscal confirmado en sede administrativa, precisando al efecto en la motivación, que las infracciones se determinaron por presentar extemporáneamente la declaración de pago conforme el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado -en relación a que estaba obligado, de conformidad con el diverso 24, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí- situación que pretende acreditar la enjuiciada ya que a su dicho realizó el requerimiento de obligaciones anteriormente referido.

Aquí se destaca que, en virtud de lo resuelto con anterioridad en el presente considerando en relación a que el requerimiento de obligaciones omitidas fue indebidamente notificado al hoy demandante, dando como consecuencia que conoció del mismo hasta el cuatro de septiembre de dos mil dieciocho, presentando sus obligaciones sin que mediara dicho requerimiento, de ahí que la presentación de las declaraciones fue espontánea y por ende no procedía imponer multa alguna, ello de conformidad con lo dispuesto por el artículo  146 del Código Fiscal del Estado, disposición legal que dicta lo siguiente;

“ARTICULO 146.- No se impondrán multas cuando el contribuyente o responsable solidario cumpla espontáneamente con su obligación, aún cuando sea fuera del plazo. Se considera espontáneo el cumplimiento cuando la omisión es corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento; así como, antes de que se notifique el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad. También se considera espontáneo el cumplimiento que se haga dentro de los quince días siguientes a la presentación del dictamen de contador público registrado, en el que se haga constar el incumplimiento en cuestión, en su caso. 

Tampoco se impondrán sanciones en casos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditado. 

Si la infracción deriva de la intervención de funcionarios o empleados fiscales, así como de notarios o corredores públicos, el contribuyente no estará obligado al pago de las multas, las que serán a cargo de quien la originó.”

En ese contexto, es evidente para este Juzgador que el dispositivo legal trasunto, establece que no se impondrán multas cuando se cumplan en forma espontánea las obligaciones fiscales fuera de los plazos señalados por las disposiciones aplicables o cuando se haya incurrido en infracción a causa de fuerza mayor o de caso fortuito, y no puede considerarse un cumplimiento espontáneo, esencialmente cuando la omisión es descubierta por las autoridades fiscales. 

Esto es el denominado “cumplimiento espontáneo de obligaciones tributarias”, que se erige como un beneficio para los contribuyentes, para que no se les impongan sanciones cuando no cumplan con sus cargas fiscales dentro de los plazos legales o lo hagan de manera parcial o incompleta, pero que su cumplimiento total o la corrección respectiva se realicen antes de que las autoridades fiscales lleven a cabo actos de fiscalización o de vigilancia de obligaciones fiscales a cargo de los contribuyentes.
En este sentido, se debe de precisar que en la especie, para poderse configurar la infracción por una presentación extemporánea de una declaración del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, sancionable conforme al artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, es necesario que se presenten dos situaciones, mismas que se detallan a continuación: 

· Que se haya omitido presentar la declaración en el plazo fijado en el artículo 24 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí –quince días del mes después de su causación-.

· Que dicha declaración haya sido presentada a requerimiento de autoridad (situación de requerimiento que en el presente asunto aconteció hasta el cuatro de septiembre de dos mil dieciocho en que se hizo sabedor de su contenido al actor).
En este contexto, sólo una vez configurada la infracción conforme a lo establecido en el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, es susceptible de sancionarse con las multas establecidas en el diverso 154, fracción I, del mismo código, aplicado por la autoridad en la resolución que se combate; última disposición legal que establece lo siguiente:

“ARTICULO 154.- Se impondrán las siguientes sanciones a quien cometa las infracciones señaladas en el artículo anterior:

I. Multa de quince a cuarenta y cinco días de salario, por cada obligación omitida a las previstas en las fracciones I y II. …”

Precepto legal que dispone que tratándose de las infracciones establecidas en el artículo 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado, se impondrá multa de quince a cuarenta y cinco días de salario por cada obligación omitida, esto es, que cuando se actualice alguna de las hipótesis ahí previstas se aplicará dicha sanción individualizándola al caso concreto, lo que comprende desde luego, como es el caso que nos ocupa, en que se sancionó la presentación extemporánea de las declaraciones de pago del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal –por los meses de mayo a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y febrero de dos mil dieciséis-; en este sentido, el análisis sistemático de ambos preceptos permite advertir que sí se establecen la infracción referida y su respectiva sanción, para el caso en que el contribuyente, a requerimiento de la autoridad fiscal, presente sus declaraciones fuera del plazo legal; sin que ello implique una interpretación analógica, como es el caso.

Sirve de sustento, al criterio del suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria la Tesis de Jurisprudencia que se transcribe a continuación:

“MULTA IMPUESTA POR LA PRESENTACIÓN EXTEMPORÁNEA DE DECLARACIONES OMITIDAS A REQUERIMIENTO DE LA AUTORIDAD FISCAL. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 81, FRACCIÓN I Y 82, FRACCIÓN I, INCISO A), DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- Del texto del artículo 81, fracción I, del código tributario federal, se desprende que constituye infracción fiscal, entre otras, que el contribuyente presente sus declaraciones omitidas a requerimiento de las autoridades fiscales. Por su parte, el artículo 82, fracción I, inciso a), del propio código, dispone que serán sancionadas con multa por la cantidad que oscila entre las ahí precisadas, las infracciones relacionadas con la obligación de presentar declaraciones a que se refiere el artículo 81, en cuyo párrafo primero, fracción I, se tipifica como infracción relacionada con la obligación de pago de las contribuciones, cuando las declaraciones se presenten a requerimiento de las autoridades fiscales. En este sentido, el análisis sistemático de ambos preceptos permite advertir que sí se establecen la infracción referida y su respectiva sanción, para el caso en que el contribuyente, a requerimiento de la autoridad fiscal, presente sus declaraciones fuera del plazo legal; sin que ello implique una interpretación analógica, sino sistemática, porque ambos artículos constituyen una unidad, al prever la infracción y sanción correspondientes. Por lo que si el cumplimiento de la obligación fiscal ocurre a requerimiento de la autoridad hacendaria, ello hace procedente la imposición de la multa con apoyo en los numerales mencionados.- PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.”

Por lo anterior, es dable al suscrito concluir, que el precepto legal establecido en el artículo 154, fracción I, del Código Fiscal del Estado, tiene por objeto establecer los parámetros de sanción consistentes en los días de salarios mínimos (hoy unidades de medida y actualización –UMA-), que la autoridad debe de considerar en la aplicación de la sanción económica, cuando se actualice alguna de las hipótesis de infracción descritas en el diverso 153, fracción I, del propio código, que prevé como conducta infractora el presentar las declaraciones fuera de los plazos previstos en la Ley, es decir extemporáneamente.
Lo anterior es así, pues no obstante que la autoridad demandada exhibió junto con su oficio de contestación a la demanda, la prueba consistente en la constancia de notificación del requerimiento número ******************************* de veintinueve de abril de dos mil dieciséis, y que con ello pretende acreditar la notificación del referido requerimiento de obligaciones al hoy actor en la fecha consignada en la resolución originalmente recurrida en revocación, como ya quedó dilucidado en párrafos precedentes, tal constancia no acredita la legal notificación del requerimiento de obligaciones, por lo que la autoridad demandada incumple de esa forma con la obligación procesal de probar los hechos que motiven los actos o resoluciones cuando el afectado los niegue lisa y llanamente, como sucedió en la especie, conculcando de esa manera el principio de certeza jurídica.

Por consiguiente, al concluirse que en el presente juicio no se acreditó que se hubiera notificado legalmente al hoy demandante, el requerimiento *******************************, mediante el cual la enjuiciada le requirió las declaraciones de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente a los meses de mayo a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y febrero de dos mil dieciséis; sino hasta que le fue dado a conocer con motivo de la contestación a la demanda –cuatro de septiembre de dos mil dieciocho-, en consecuencia a lo anterior, debe entenderse que en el acto recurrido emitido el diecinueve de septiembre de dos mil dieciséis, existe el reconocimiento tácito por parte de la autoridad de que a esa fecha, la hoy impetrante sí había presentado sus declaraciones de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente a los meses precisados en dicho acto, sin embargo lo había hecho de manera extemporánea a requerimiento de autoridad. 
En ese orden de ideas, de conformidad con el articulo 146 del Código Fiscal del Estado –ya transcrito anteriormente- que establece que no se impondrán multas cuando el contribuyente cumpla espontáneamente con su obligación, aun cuando sea fuera del plazo, considerándose espontáneo el cumplimiento cuando la omisión es corregida o la declaración presentada antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento.
Por lo tanto, a consideración de este Juzgador, en el caso en estudio, sí a la fecha en que se emitió el acto recurrido el hoy demandante ya había presentado sus obligaciones de declaraciones de pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente a los meses de mayo a diciembre de dos mil catorce; enero a diciembre de dos mil quince; y febrero de dos mil dieciséis; es evidente que lo hizo de manera espontánea, ya que no medió requerimiento alguno por parte de la enjuiciada y por ende, de conformidad con el artículo 146 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, no procedía imponer multa alguna; por lo que, el crédito fiscal confirmado en sede administrativa, resulta ilegal.
En las relatadas consideraciones, en virtud de que en el presente caso se actualizó la figura de cumplimiento espontáneo por parte de la hoy accionante, de sus obligaciones consistentes en las declaraciones de pago Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal correspondiente a los meses multireferidos, es concluyente que la resolución originalmente recurrida en revocación, determinante del crédito fiscal ****** de diecinueve de septiembre de dos mil dieciséis, es ilegal; por lo que se actualiza la hipótesis de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, toda vez que los hechos que motivaron las multas combatidas, se apreciaron de forma equivocada, por lo que con fundamento en los diversos 251, primer párrafo, y 252, primer párrafo, del mismo ordenamiento legal
, se declara la nulidad lisa y llana de dicho acto, dejándose en consecuencia sin efecto legal dicha determinante.
Asimismo, a juicio de esta Sala Juzgadora deviene ilegal la resolución recaída al recurso de revocación, contenida en el oficio *******************************, de veintitrés de mayo de dos mil dieciocho, al haber confirmado la resolución inicialmente recurrida, no obstante ser ilegal conforme a lo antes expuesto, por lo que los hechos que la motivaron se apreciaron de forma equivocada, actualizando con ello la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procediendo en consecuencia declarar la nulidad lisa y llana de la referida resolución impugnada, en términos de lo dispuesto en los diversos 251, primer párrafo, y 252, primer párrafo, del mismo Código, dejándole sin efecto legal alguno.

En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad lisa y llana de las resoluciones impugnada y recurrida en el presente juicio, resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda y su respectiva ampliación, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 

Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracciones III y XII, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 229, fracción V, 248, 249, 250 fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución originalmente confirmada en sede administrativa, determinante del crédito fiscal ******, por los motivos expuestos en el Considerando Sexto de esta sentencia.
CUARTO.- Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, contenida en el oficio ****************************************, por los motivos expuestos en la parte final del Considerando Sexto del presente fallo.
QUINTO.- NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE A LA PARTE ACTORA Y POR OFICIO A LA AUTORIDAD DEMANDADA.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe. 
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
� Época: Décima Época, Registro: 2008395, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI.1o.A.83 A (10a.). Página: 2774.


� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:


…


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y


…”





� “ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.


…


ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.


…”





